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RAFAEL CORREA DELGADO

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que el artículo 167 de la Constitución de la República dispone que la potestad de administrar

justicia emana del pueblo y se ejerce por los órganos de la Función Judicial y por los demás
órganos y funciones establecidos en la Constitución;

Que el artículo 177 de la Constitución de la República expresa que la Función Judicial se

compone de órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos auxiliares y órganos

autónomos. La ley determinará su estructura, funciones, atribuciones, competencias y todo lo

necesario para la adecuada administración de justicia;

Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 178 de la Constitución de la República del

Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre del 2008, el Consejo
de la Judicatura es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la función

Judicial;

Que el artículo 3 del Código Orgánico de Función Judicial expresa: "Con el fin de

garantizar el acceso a la justicia, el debido proceso, la independencia judicial y los demás
principios establecidos en la Constitución y este Código, dentro de los grandes lineamientos del
Plan Nacional de Desarrollo, los órganos de la Función Judicial, en el ámbito de sus

competencias, deberán formular políticas administrativas que transformen la Función Judicial
para brindar un servicio de calidad de acuerdo a las necesidades de las usuarias y usuarios;
políticas económicas que permitan la gestión del presupuesto con el fin de optimizar los
recursos de que se dispone y la planificación y programación oportuna de las inversiones en

infraestructura física y opéracional; políticas de recursos humanos que consoliden la carrera

judicial, fiscal y de defensoría pública, fortalezcan ta Escuela de la Función Judicial, y erradiquen
la corrupción.";

Que el artículo 14 del Código Orgánico de la Función Judicial establece los principios de

autonomía económica, financiera y administrativa que goza el mencionado poder del estado,
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para lo cual el Estado tendrá la obligación de entregar los recursos suficientes para satisfacer las

necesidades del servicio judicial que garantice la seguridad jurídica;

Que el 7 de mayo de 2011, se realizó el Referéndum y Consulta Popular 2011, cuyos resultados

fueron publicados en el suplemento del R.O. 490, el 13 de julio de 2011, los cuales expresan los

cambios administrativos a realizarse (Pregunta 4 y 5) y las reformas a la Constitución de la

República y al Código Orgánico de la Función Judicial, para proceder a la transformación de la

Justicia en el Ecuador;

Que como resultado de la pregunta 4 del Referéndum y la Consulta Popular 2011, se enmienda

la Constitución de la República en su artículo 20 del Régimen de Transición el cual expresa: "Se

disuelve el actual Pleno del Consejo de la Judicatura; en su reemplazo se crea un Consejo de la

Judicatura de Transición, conformado por tres delegados designados y sus respectivos alternos:

uno por el Presidente de la República, uno por la Asamblea Nacional y uno por la Función de
Transparencia y Control Social; todos los delegados y sus alternos estarán sometidos a juicio

político. Este Consejo de la Judicatura transitorio tendrá todas las facultades establecidas en la
Constitución, así como las dispuestas en el Código Orgánico de la Función Judicial, y ejercerán

sus funciones por un período improrrogable de 18 meses....";

Que los ecuatorianos claman por la correcta aplicación de la justicia y la posibilidad de contar

con un servicio digno e instalaciones necesarias para el correcto funcionamiento judicial;

Que la Función Judicial necesita una nueva estructura institucional que permita implementar y

controlar eficazmente la gestión estratégica y opéracional y se convierta en un verdadero

órgano de gobierno y administrador de justicia;

Que el Consejo de la Judicatura, debe cumplir con un proceso de modernización para mejorar

sus unidades judiciales corí\una estructura de servicio al público que requiere innovación

tecnológica de última generación, digitalización de sus archivos, implementacion de personal

\





c

<D

N" 872

RAFAEL CORREA DELGADO

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

capacitado, infraestructura física acorde a los servicios que presta; entre otros bienes y

recursos;

Que la calidad de servicio de la Función Judicial se encuentra deteriorada, el mismo que es

progresivo por los problemas económicos y financieros sufridos en los últimos tiempos;

Que mediante oficio No. 123-P-CJT-MJ-2011, de 29 de agosto de 2011, el Presidente del Consejo

de la Judicatura Transitorio ha solicitado la declaratoria del estado de excepción en la Función

Judicial en razón de que: i) no se cuenta con sistemas informáticos apropiados que permitan

generar una información sólida para la planificación estratégica institucional, ii) no se han

sostenido los procesos de modernización por lo que no se han conseguido los resultados

esperados, iii) las estructuras orgánico funcionales no se compadecen con las exigencias

ciudadanas de la Función Judicial, iv) los procedimientos judiciales no han tomado en

cuenta el desarrollo tecnológico y no han mejorado sus etapas, fases y pasos lo que ha

conspirado con una falta de oportunidad en la administración de justicia, v) la incorporación de

la tecnología a los procesos tanto judiciales como institucionales tiene fundamental

importancia para erradicar la acumulación de causas así como la inacción de los órganos de

administración que han conspirado contra el derecho de los ciudadanos a una administración de

justicia eficiente y oportuna; vi) que no existe una adecuada coordinación entre las diferentes

instituciones de la Función Judicial y de ésta con las dependencias involucradas con el sistema

de justicia y seguridad ciudadana, vii) el aumento anual de causas que requieren de atención

y servicio de la Función Judicial en el año 2008 fue superior en un cuarenta por ciento

(40%) con respecto al año 2002; viü) el decremento de la resolución de las causas ocasionó que

en el mejor de los casos se cumpla únicamente con el setenta por ciento (70%) de resoluciones

previstas en el año pasado, ix) todas las condiciones antes indicadas han generado un

represamiento de aproximadamente un millón doscientas quince mil causas que deben ser

atendidas;

Que la situación angustiante de la Función Judicial, no permitiría ofrecer el servicio de
administración de justicia de forma oportuna e integral como se merecen los habitantes del
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Ecuador y más bien su deterioro por los fenómenos indicados supra podría generar una grave

conmoción interna; y,

En ejercicio de las facultades que le confieren los artículos 164 siguientes y de la Constitución de

^**¡ la República; y, 29 y, 36 ysiguientes de la Ley de Seguridad Pública ydel Estado,

DECRETA:

Artículo 1.- Declarar ef Estado de Excepción en la Función Judicial, a fin de resolver la situación

crítica por la que atraviesa y garantizar en debida forma el derecho a la justicia contemplado en

la Constitución de la República y prevenir una inminente conmoción interna.

Artículo 2.- Declarar la movilización nacional especialmente de todo el personal de la Función

Judicial, con la finalidad de garantizar el acceso a la justicia oportuna e integral a los habitantes

del Ecuador.

C

Artículo 3.- Declárese acción prioritaria la formulación, ejecución e implementacion de los

proyectos de cambio de la justicia en el Ecuador, mediante el Plan de Transformación de la

Justicia.

Artículo 4.- El período de duración de este estado de excepción es el de sesenta días a partir de

la suscripción del presente decreto ejecutivo. El ámbito territorial de aplicación es en toda la

República.

Artículo 5.- El Ministerio de Finanzas situará los recursos suficientes para atender la

emergencia.

Artículo 6.- Notifíquese esta declaratoria a la Asamblea Nacional y a la Corte Constitucional.
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Artículo 7.- De la ejecución del presente Decreto Ejecutivo que entrará en vigencia desde la

fecha de su expedición, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial, encargúense los

Ministros de Finanzas y de Justicia.

Dado en el Palacio Nacional, en San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, el día de hoy) 5

de septiembre de 2011.

faerCorrea Delgado

PRESIDENTE "CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA
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Es fiel copia de su original en cinco fojas útiles.- LO CERTIFICO.

Qullu, 5 üt¡ septiembre de 2011

Subsecretario Nacional de la Admintétracloñpttblica
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